Desaceleración y déficit público

El Gobernador del Banco de España, Jaime Caruana, ha ajustado finalmente las perspectivas de la economía española a las nuevas circunstancias de ralentización económica internacional y considerable aumento de la incertidumbre al reconocer que no se alcanzará el objetivo de crecimiento que el gobierno español planteo en los Presupuestos del Estado. Obviamente este reconocimiento viene acompañado de la casi completa seguridad de que se producirá un déficit presupuestario si no se produce una reducción de los gastos públicos, dado que el objetivo de déficit cero de los Presupuestos descansaba en un supuesto muy optimista sobre el crecimiento de los ingresos que no se cumplirá. Por su parte el Secretario de Estado de Economía, José Folgado, ya acepta públicamente que se pueda producir un déficit en lugar del equilibrio para “garantizar las inversiones en capital humano y tecnológico necesarias para converger con Europa". A pesar de esto Folgado sigue insinuando que el Gobierno no renuncia a conseguir el presupuesto equilibrado en el próximo año, aunque ya son pocos los ingenuos que creen que el crecimiento del PIB del 2,9% sea un objetivo alcanzable.

¿Será un gran desastre que no se consiga equilibrar las cuentas públicas durante varios años? Parece claro que no, y menos si pensamos en los enormes déficits públicos del pasado todavía reciente de la economía española. Entonces, ¿por qué tanto mandanga con el “presupuesto equilibrado”? Como principio general intentar cuadrar las cuentas sin déficit resulta un corsé mental saludable. Lo que no parecía de recibo era la obsesión por conseguir dicho objetivo aunque fuera a base de proyecciones imposibles de los ingresos o de contabilidad pública creativa. Y menos aún si la gran perjudicada de los ajustes es la inversión pública.

En cualquier caso parece que lo importante, que el déficit esté por debajo del 3% del PIB para no incumplir los límites que permite los acuerdos adoptados dentro del Plan de Estabilidad, está garantizado. No obstante el Gobierno tendrá que seguir llamando la atención a las Comunidades Autónomas y a las corporaciones locales si quiere evitar sorpresas de última hora pues la deuda conjunta de las administraciones autonómicas y locales ha crecido un 5% en el último año. La deuda conjunta de las Administraciones Autonómicas era de 6,5 billones de pesetas a finales de junio de 2001 (según los últimos datos difundidos por el Banco de España) lo que implica un incremento del 5% frente a junio de 2000. En este volumen de deuda ya se contabiliza, según los nuevos criterios del Banco de España, la deuda de las universidades y los organismos administrativos. Por su parte la deuda de las corporaciones locales alcanzaba los 3,3 billones de pesetas con un incremento del 6,6% sobre el mismo periodo del años anterior.

Para la Comunidad Valenciana los últimos datos del Banco de España sobre endeudamiento tienen luces y sombres. Las luces se refieren a la reducción de su volumen total en el último trimestre con lo que ha vuelto a situarse por debajo del billón de pesetas. Las sombras vienen representadas por un incremento del 10,4% frente al volumen acumulado en junio del 2000. Sólo nos queda el consuelo de tontos ante el mal de muchos al saber que en Baleares la deuda ha crecido un 64%, en Asturias un 32%, en La Rioja un 29% y en la Comunidad de Madrid un 18,6%.
I+D: Otra vez a la cola.
Recientemente se ha publicado el informe sobre el panel de indicadores de investigación y desarrollo de la Unión Europea y en el mismo España continúa a la cola de Europa. En Europa se sigue constatando un fenómeno que ya aparecía en el Libro Verde sobre la Innovación que la Comisión Europea presentó en 1995: la llamada paradoja europea, que implica que la producción científica es grande y de alta calidad pero no se traduce en patentes al mismo ritmo que en Estados Unidos o Japón. La explicación de esta paradoja se encuentra en la dispar proporción de investigación que es realizada por el sector privado frente al público en Europa y en Estados Unidos/Japón. En la Unión Europea existe una gran tradición de financiación básicamente pública de la I+D que contrasta con la situación que se produce al otro lado del Atlántico. Sin embargo sería un error pensar que la paradoja europea se aplica por igual a todos los países. El Reino Unido, por ejemplo, sería un alumno aventajado en I+D frente al alumno rezagado que es España. Es de sobra conocida la diferencia entre la proporción de inversión en I+D de España (0,9% del PIB) y la media de la Unión Europea (1,8% del PIB). Sin embargo el nuevo informe de la Comisión Europea se basa en una serie de 18 indicadores de innovación donde la proporción de I+D sobre el PIB es tan sólo uno de ellos. Un repaso detallado del cuadro de indicadores muestra como España aparece claramente por debajo de la media en 13 de los 18 indicadores.  En el caso de la proporción de universitarios en la población (21,8%), la proporción de graduados en ciencias e ingeniería (9,6%) y la proporción de inversión en tecnología de la información y las comunicaciones sobre el PIB (6,3%) España se encuentras situada en la media de la Unión Europea. Sólo se supera la media europea en dos indicadores: la proporción de nuevo capital  obtenido en la bolsa por las empresas españolas sobre el PIB (4,4%) y el porcentaje de ventas de nuevos productos (9,8%), aunque en este último caso existe la sospecha de que se trata de un artificio estadístico debido a una interpretación dispar del indicador pues se incluyen no sólo las innovaciones mundiales sino también los productos que se venden por primera vez en el país. Teniendo en cuenta el conjunto de indicadores sobre innovación España sólo aparece por delante de Grecia y Portugal.

Si esta es la triste situación española respecto a la I+D el caso de la Comunidad Valenciana es todavía más preocupante. La proporción de gasto en I+D sobre el PIB es bastante menor que la española y, lo que todavía es más preocupante, el enorme predominio de la financiación pública hace que la paradoja europea se transforme en la super-paradoja de la Comunidad Valenciana. La investigación base es cada vez de mayor calidad como atestigua el creciente número de publicaciones de los investigadores valencianos en revistas científicas internacionales de prestigio y, sin embargo, la plasmación de dichas investigaciones en patentes y productos es mínima. Dado que la proporción del gasto en I+D que desarrollan las universidades frente al sector privado de la Comunidad Valenciana es tan grande, incluso para los estándares españoles, es necesario transformar ese “problema” en una potencialidad. Este es el gran reto: acercar los generadores de ciencia, y en particular las universidades, a las empresas que son las que finalmente satisfacen las necesidades de los ciudadanos. Y si desde la universidad se dice que la autonomía universitaria implica que se puede investigar el sexo de los ángeles la sociedad debe responder que para eso los recursos son muy limitados pues tienen un elevado coste de oportunidad. Sin una conexión entre ciencia básica y empresas el aumento de la inversión en I+D será simplemente otra estadística más sin plasmación en la economía real de la Comunidad Valenciana y en el bienestar de sus ciudadanos.

